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Resumen
En este trabajo se analizan las disposiciones de los nuevos estatutos regionales y proyectos de estatuto que intentan
condicionar en alguna medida el diseño del nuevo sistema de financiación regional. Prestamos especial atención a
las implicaciones del nuevo Estatuto catalán en el que se fijan las líneas generales de una reforma que podría supo-
ner un cambio cualitativo en la estructura y filosofía del sistema.
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1. Introducción
El sistema de financiación regional es una pieza crucial de la normativa que regula el
funcionamiento del Estado autonómico porque determina los recursos de los que disponen
unas Administraciones que gestionan buena parte de los servicios públicos esenciales. A
diferencia de lo que sucede en algunos países federales como Alemania, la Constitución
Española es extremadamente parca sobre el tema, limitándose a fijar algunos principios
generales y a enumerar, sin mayores precisiones, las posibles fuentes de ingresos de las
Comunidades Autónomas. La regulación del sistema se remite en nuestra norma fundamen-
tal a una ley orgánica, vulgarmente conocida como la LOFCA (Ley Orgánica de
Financiación de las Comunidades Autónomas), que se promulgó en septiembre de 1980 y ha
Hacienda Pública Española / Revista de Economía Pública, 182-(3/2007): 163-199
© 2007, Instituto de Estudios Fiscales
* Este trabajo forma parte de un proyecto cofinanciado por la Fundación Caixa Galicia y el Fondo Europeo de
Desarrollo Regional. Agradecemos también la financiación del Ministerio de Educación y Ciencia a través del
proyecto SEJ 2005-06357 así como la asistencia de Juan Antonio Duro y los comentarios y sugerencias de dos
evaluadores anónimos de esta Revista.
sido modificada varias veces desde entonces. La LOFCA regula en cierto detalle las posibles
fuentes de recursos de la Hacienda autonómica y desarrolla en alguna medida los principios
que han de orientar el diseño del sistema de financiación regional, pero tampoco contiene una
regulación detallada del mismo. En la práctica, los detalles del sistema se han fijado median-
te un proceso de negociación entre el Gobierno central y las Administraciones autonómicas
que se han plasmado en una serie de acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera que
sólo a partir de 2001 han sido recogidos en una ley ordinaria. Por otra parte, algunos estatu-
tos de autonomía han incluido disposiciones en materia de financiación que, en la práctica,
han tenido muy poca influencia sobre el diseño del sistema hasta el momento1.
Actualmente existe un acuerdo generalizado sobre la necesidad de revisar el sistema de
financiación regional vigente desde 2002. Las negociaciones sobre el tema han de enmarcar-
se dentro de una revisión más amplia del modelo autonómico que ha comenzado ya a plas-
marse en una reforma generalizada de los estatutos de autonomía regionales. A mediados de
2007 ya habían sido aprobados por las Cortes Generales los nuevos Estatutos de Valencia,
Cataluña, Andalucía y Baleares, mientras que los Parlamentos de Aragón, Canarias, Castilla
y León y Castilla-La Mancha habían remitido a las Cortes sendas propuestas de reforma
estatutaria para su tramitación. A diferencia de lo que había sido la norma hasta el momen-
to, algunos de estos textos no han sido consensuados entre los dos grandes partidos naciona-
les, que mantienen serias discrepancias sobre el nivel deseable de descentralización compe-
tencial y sobre otras cuestiones, incluyendo elementos importantes del sistema de financia-
ción. El proceso de reforma en curso, por tanto, no ha estado exento de polémicas y ha sido,
y previsiblemente continuará siendo a medio plazo, uno de los temas más conflictivos en la
política española.
Una característica común de los nuevos textos estatutarios es que todos ellos contienen
un título de Hacienda en el que se incluyen disposiciones que intentan condicionar en algu-
na medida el diseño del nuevo sistema de financiación regional. Aunque la experiencia
sugiere que no hay garantía alguna de que tales disposiciones terminen cumpliéndose, al
menos uno de los nuevos estatutos (el catalán) recoge un acuerdo entre partidos que consti-
tuyen actualmente una mayoría parlamentaria por el que se fijan algunas de las líneas gene-
rales de una reforma del sistema de financiación regional. Si la actual relación de fuerzas en
el Congreso se mantiene en la próxima legislatura, este acuerdo podría traducirse en un
nuevo sistema de financiación que supondría un cambio cualitativo en relación con el actual.
Sin embargo, otros estatutos y proyectos de estatuto adoptan una línea más continuista y con-
tienen disposiciones difícilmente conciliables con las del nuevo Estatuto catalán.
En este contexto, en el presente trabajo se analizan las principales disposiciones de los
nuevos textos estatutarios que pueden afectar al diseño del sistema de financiación regional
y se exploran algunas de sus implicaciones. La Sección 2 se centra en tres temas esenciales
para la configuración del sistema: el nivel de autonomía tributaria de las Comunidades
Autónomas, el grado de nivelación y el peso de los mecanismos de negociación y relación
bilateral entre el Estado y los gobiernos regionales. En la Sección 3 se analizan los criterios
de reparto de la financiación regional y de la inversión estatal que introducen los nuevos
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estatutos y las posibles implicaciones de éstos para la descentralización de la gestión tribu-
taria. La Sección 4 concluye el trabajo con un breve resumen de nuestra valoración de las
disposiciones analizadas.
2. Aspectos más importantes del nuevo Estatuto catalán 
y disposiciones relacionadas de otros textos estatutarios
Desde el punto de vista de sus implicaciones para la configuración del sistema de finan-
ciación autonómica, el más importante de los nuevos estatutos es sin duda el catalán, tanto
por el peso político y económico de esta Comunidad como por ser el primero que plantea
abiertamente un cambio en profundidad en la filosofía del sistema. Este texto introduce dos
novedades importantes en relación con el actual sistema de financiación. La primera es un
avance considerable en el grado de autonomía tributaria y responsabilidad fiscal de las regio-
nes, que se instrumenta a través de un aumento muy significativo en los porcentajes de
cesión de los grandes impuestos estatales y en las competencias normativas que sobre éstos
ejercen las Comunidades Autónomas. El segundo es un cambio cualitativo en la filosofía que
ha orientado hasta ahora el diseño del sistema de financiación: de un sistema pactado multi-
lateralmente y orientado, al menos en principio, a la nivelación total de la capacidad de pres-
tación de servicios de las Administraciones regionales, se pasaría a un sistema con un obje-
tivo de nivelación parcial, con ciertos componentes de bilateralidad y con restricciones al
grado de redistribución interterritorial.
2.1. Una mayor autonomía tributaria
Quizás el aspecto más positivo del sistema de financiación esbozado en el nuevo Estatut
es que apunta hacia lo que podría ser un reparto razonable de los recursos tributarios entre
el Estado y las regiones dadas sus respectivas competencias de gasto y amplía considerable-
mente la capacidad normativa de estas últimas en materia impositiva.
Es importante entender que el aumento en los porcentajes de cesión tributaria que con-
templa el texto catalán no comporta necesariamente un cambio en el volumen de recursos que
actualmente perciben las Comunidades Autónomas. En ausencia de cambios en el sistema de
nivelación (una posibilidad que también recoge el Estatut y que consideraremos más adelan-
te), los mayores ingresos tributarios de las Comunidades Autónomas se compensarán con una
reducción de las transferencias estatales y, si hace falta, mediante transferencias ascendentes
de las Haciendas regionales a la central. El objetivo de este aspecto de la reforma no es, por
tanto, el de modificar el reparto de recursos entre las Comunidades Autónomas sino el de
corregir, o al menos mitigar, las distorsiones derivadas de la importante diferencia que existe
actualmente entre las participaciones que éstas tienen en el ingreso y en el gasto público. Tal
situación limita innecesariamente la capacidad de los gobiernos regionales para modular sus
ingresos pero a la vez los exime de buena parte de los costes políticos derivados de la ingra-
ta tarea de pedir más recursos a sus ciudadanos para financiar los servicios que prestan. La
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reforma propuesta puede contribuir a que los electores se hagan una idea más clara de lo que
les cuestan los servicios que gestionan las Administraciones regionales para pedirles cuentas
si procede, y a que a éstas les resulte algo más difícil justificar sus constantes peticiones de
fondos a la Hacienda central con el argumento de que carecen de los instrumentos necesarios
para obtenerlos por sí mismas. Para alcanzar estos objetivos, sin embargo, sería muy impor-
tante que el aumento de los porcentajes de cesión y las mayores competencias normativas de
los gobiernos regionales en materia impositiva viniesen acompañados de otras medidas que
hagan más transparente para el ciudadano el reparto entre Administraciones de los ingresos
tributarios. Un deslinde más claro de los tramos estatal y autonómico de los principales
impuestos en recibos, facturas e impresos fiscales así como una campaña informativa sobre
el tema y un reforzamiento de los contenidos autonómicos en la educación obligatoria podrí-
an ayudar a hacer más visible la participación autonómica en los ingresos del Estado y, más
generalmente, contribuir a mejorar el grado de conocimiento de los ciudadanos sobre el fun-
cionamiento del sistema autonómico, que es francamente mejorable2.
El Cuadro 1 muestra los cambios previstos en el nuevo Estatut en los porcentajes de
cesión de las principales figuras tributarias. Las participaciones regionales en los grandes
impuestos estatales se incrementan en más de quince puntos, hasta el 50% en el IRPF y el
IVA y el 58% en los impuestos especiales de fabricación. El texto también prevé (en su dis-
posición adicional undécima) la cesión a la Generalitat de competencias normativas sobre el
IVA y los impuestos especiales que graven operaciones minoristas —siempre y cuando la
normativa de la Unión Europea lo permita— lo que, dada la firme oposición de la Comisión
Europea a cualquier medida que pueda romper la uniformidad de los tipos impositivos de los
gravámenes indirectos dentro de un país miembro, hace muy improbable que esta disposi-
ción llegue a tener efectos prácticos al menos en un futuro inmediato3.
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Cuadro 1
PARTICIPACIONES REGIONALES EN LA RECAUDACIÓN TERRITORIALIZADA 
DE DISTINTOS IMPUESTOS. (Porcentajes)
Sistema Estatuto de 
actual Cataluña
Impuestos cedidos tradicionales y tasas afectas 100 a 100 a
IRPF 33 a 50 a
IVA 35 50 b
Impuestos especiales sobre bebidas alcohólicas 40 58 b
Impuestos especiales sobre el tabaco 40 58 b
Impuestos especiales sobre hidrocarburos 40 58 b
Impuesto especial sobre la electricidad 100 100 a
Impuesto especial sobre determinados medios de transporte (matriculación) 100 a 100 a
Sociedades 0 0
Impuesto sobre la venta minorista de hidrocarburos 100 a 100 a
Notas:
(a) Impuestos sobre los cuales las regiones tienen capacidad normativa.
(b) La disposición adicional 11 del nuevo Estatuto catalán prevé la cesión de competencias normativas sobre el IVA
y los impuestos especiales de fabricación en operaciones en fase minorista, dentro del marco de las competencias
y la normativa de la Unión Europea. Dada la oposición de la Comisión Europea a la existencia de tipos impositivos
diferenciados a nivel regional, parece dudoso que tal cesión resulte factible, al menos a corto plazo.
Los Cuadros 2 y 3 ilustran las implicaciones para los ingresos regionales de los nuevos por-
centajes de participación y de la cesión de competencias normativas sobre el impuesto sobre la
electricidad4 con datos de 1999, que es el año base del sistema actual. Los cálculos están hechos
bajo los supuestos de que i) el Fondo de Suficiencia5 se ajusta de forma que la financiación total
de cada Comunidad se mantiene constante y ii) que la prevista cesión de competencias norma-
tivas sobre el IVA y los impuestos especiales de fabricación no llega a materializarse. Las
columnas 2, 4 y 6 del Cuadro 2 muestran el desglose de los ingresos regionales bajo los nuevos
porcentajes de participación en tres categorías: los redimientos de tributos cedidos con y sin
capacidad normativa y las transferencias del Fondo de Suficiencia. Las columnas 3, 5 y 7 (incr.
%) muestran la diferencia porcentual entre estas cifras y las correspondientes al modelo actual.
Para el conjunto de las Comunidades de régimen común la nueva normativa supondría un
incremento del 23% en los rendimientos de los tributos cedidos con capacidad normativa y
del 38% en las participaciones territorializadas en impuestos indirectos sin capacidad norma-
tiva, que se vería compensado por una reducción del 67% en el importe neto de las transfe-
rencias ligadas al Fondo de Suficiencia. Este Fondo pasaría a ser negativo en Cataluña, ade-
más de en Madrid y Baleares, donde ya lo es actualmente, y se reduciría en más de un 40%
en siete regiones.
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Cuadro 2
IMPLICACIONES DE LOS NUEVOS PORCENTAJES DE CESIÓN PARA LAS DISTINTAS
FUENTES DE INGRESOS DE LAS CCAARC EN EL AÑO BASE
1. Financión 2. Tributos 3. 4. Tributos 5. 6. Fondo 5.
efectiva cedidos con Incr. cedidos sin Incr. de Incr.
total capacidad % capacidad % suficiencia %
normativa normativa
Cataluña 9,108 6,139 28.1 4,484 37.5 –1,514 –243
Galicia 4,251 1,376 27.5 1,541 36.9 1,334 –35
Andalucía 10,569 3,338 21.3 4,036 39.0 3,195 –35
Asturias 1,670 691 29.7 675 34.5 304 –52
Cantabria 912 373 20.3 341 36.2 198 –44
La Rioja 486 214 26.0 174 38.4 98 –49
Murcia 1,607 575 24.8 692 38.0 340 –47
Valencia 5,559 2,759 25.1 2,659 38.1 141 –90
Aragón 1,953 920 26.9 820 37.3 213 –66
Castilla-La Mancha 2,696 732 24.4 1,022 37.8 942 –31
Canariasa 2,905 1,333 19.7 26 –34.5 1,546 –12
Extremadura 1,807 355 22.4 545 39.9 906 –20
Baleares 1,245 753 22.6 1,115 40.7 –623 285
Madrid 6,838 5,860 17.6 3,526 38.9 –2,548 273
Castilla y León 4,087 1,467 23.6 1,566 38.9 1,055 –41
TOTAL 55,692 26,884 23.3 23,222 38.0 5,587.15 –67
(a) En Canarias no se aplica el IVA ni la mayor parte de los impuestos especiales. Esto hace que los ingresos de esta
Comunidad en concepto de participaciones territorializadas en impuestos sin capacidad normativa (esto es, en
impuestos indirectos) sean muy pequeños. Tales ingresos, además, descienden con la reforma propuesta porque los
rendimientos del impuesto especial sobre la electricidad (sobre el que se cede capacidad normativa) pasan de la
columna 4 a la columna 2.
El Cuadro 3 muestra cómo cambiarían con el nuevo sistema dos indicadores que resu-
men el nivel de independencia de los gobiernos regionales de las transferencias de la
Hacienda central y el grado de control que éstos tienen sobre el volumen de sus propios
ingresos. El primero de estos indicadores, al que denominaremos coeficiente de autono-
mía fiscal, se define como la razón entre los ingresos de cada Comunidad por tributos
cedidos y compartidos y su volumen total de financiación ordinaria a competencias homo-
géneas. En el numerador incluiremos la recaudación por tributos cedidos total o parcial-
mente, incluyendo las participaciones territorializadas sin capacidad normativa y las tasas
afectas a los servicios traspasados. El denominador, por su parte, se obtiene sumando a la
partida anterior las transferencias del Estado a través del Fondo de Suficiencia calculado
a competencias homogéneas y no incluye, por tanto, la financiación que corresponde a las
competencias singulares que sólo han asumido algunas Comunidades Autónomas (como
la policía autonómica o las instituciones penitenciarias en el caso de Cataluña) ni los
ingresos que no forman parte del sistema ordinario de financiación regional (como las
transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial o de los Fondos Estructurales
europeos). De la misma forma, calcularemos también un coeficiente de (co-) responsabi-
lidad fiscal análogo al anterior excepto en que el numerador incluye únicamente aquellos
ingresos tributarios sobre los que las Comunidades Autónomas disponen de capacidad nor-
mativa, esto es, de la facultad de fijar las escalas tributarias y/o regular otros elementos del
impuesto. En esta categoría se incluyen tanto los tributos cedidos tradicionales (patrimo-
nio, sucesiones y donaciones, transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados
y tasas sobre el juego) como el tramo autonómico del IRPF y ciertos impuestos indirectos
que se recogen en el Cuadro 16.
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Cuadro 3
IMPLICACIONES DE LOS NUEVOS PORCENTAJES DE CESIÓN PARA LOS RATIOS
REGIONALES DE AUTONOMÍA Y RESPONSABILIDAD
Coeficiente de Incremento Coeficiente de Incremento
autonomia responsabilidad
Madrid 1.37 0.27 0.86 0.13
Cataluña 1.17 0.28 0.67 0.15
Baleares 1.50 0.37 0.60 0.11
Valencia 0.97 0.23 0.50 0.10
Aragón 0.89 0.21 0.47 0.10
Canarias 0.47 0.07 0.46 0.08
La Rioja 0.80 0.19 0.44 0.09
Asturias 0.82 0.20 0.41 0.09
Cantabria 0.78 0.17 0.41 0.07
Castilla y León 0.74 0.18 0.36 0.07
Murcia 0.79 0.19 0.36 0.07
Galicia 0.69 0.17 0.32 0.07
Andalucía 0.70 0.16 0.32 0.06
Castilla-La Mancha 0.65 0.16 0.27 0.05
Extremadura 0.50 0.12 0.20 0.04
TOTAL CCAARC 0.90 0.21 0.48 0.09
Con los cambios en los porcentajes de participación previstos en el nuevo Estatuto catalán
el valor medio del coeficiente de responsabilidad aumentaría nueve centésimas, hasta 0,48, y
el del coeficiente autonomía 21 centésimas, hasta 0,90. En consecuencia, el sistema propuesto
reduciría muy apreciablemente la dependencia regional de las transferencias de la Hacienda
central y, lo que es más importante, supondría un incremento significativo en el nivel de res-
ponsabilidad fiscal de los gobiernos regionales, que pasarían a obtener casi la mitad de sus
recursos ordinarios de figuras tributarias sobre las que tienen competencias normativas. 
2.2. Nivelación parcial y límites a la redistribución entre territorios
Los aspectos más discutibles del título de financiación del nuevo Estatuto catalán tienen
que ver con el diseño del mecanismo de nivelación interterritorial que ha de hacer efectivo
el principio constitucional de igualdad en lo que concierne al acceso de los ciudadanos a
los servicios públicos. Hasta el momento, los sucesivos acuerdos de financiación han res-
pondido a una filosofía de nivelación total en la capacidad de prestación de servicios de las
Administraciones territoriales que, aunque muy imperfectamente implementada, sí ha con-
seguido que los niveles de financiación de las Comunidades Autónomas no guarden una rela-
ción sistemática con su capacidad fiscal, determinada fundamentalmente por su nivel de
renta7. El texto catalán, sin embargo, contiene algunos artículos que apuntan hacia el aban-
dono de esta filosofía, reemplazando el objetivo de nivelación total por otro más modesto de
nivelación parcial e introduciendo diversos límites y condiciones a la redistribución de recur-
sos entre territorios. Se abre así la puerta a un sistema de financiación menos igualitario en
el que los recursos de cada región pasarían a depender en alguna medida de su capacidad fis-
cal y, en última instancia, de su nivel de renta.
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Cuadro 4
LA NIVELACIÓN EN LOS NUEVOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA
Cataluña
Art. 206: 
1. El nivel de recursos financieros de que disponga la Generalitat para financiar sus servicios y competencias se
basará en criterios de necesidades de gasto y teniendo en cuenta su capacidad fiscal entre otros criterios…
3. Los recursos financieros de que disponga la Generalitat podrán ajustarse para que el sistema estatal de finan-
ciación disponga de recursos suficientes para garantizar la nivelación y solidaridad a las demás Comunidades
Autónomas, con el fin de que los servicios de educación, sanidad y otros servicios sociales esenciales del Estado
del bienestar prestados por los diferentes gobiernos autonómicos puedan alcanzar niveles similares en el conjunto
del Estado, siempre y cuando lleven a cabo un esfuerzo fiscal también similar…
5. El Estado garantizará que la aplicación de los mecanismos de nivelación no altere en ningún caso la posición
de Cataluña en la ordenación de rentas per cápita entre las Comunidades Autónomas antes de la nivelación.
Art. 201.4: ... la financiación de la Generalitat no debe implicar efectos discriminatorios para Cataluña respecto
de las restantes Comunidades Autónomas…
Baleares
Art. 123:
1. El sistema de ingresos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears garantizará... los recursos financieros
que, atendiendo a las necesidades de gasto de las Illes Balears y a su capacidad fiscal aseguren la financiación sufi-
ciente para el ejercicio de las competencias propias en la prestación del conjunto de los servicios públicos asumidos...
El cambio de modelo resulta ya aparente en el artículo 206.1 del texto (véase el Cuadro 4),
donde la capacidad fiscal se añade a las necesidades de gasto como determinante del nivel
de financiación de la Generalitat, y se hace aún más explícito en los apartados 3 y 5 del
mismo artículo, donde se ha optado por diluir la garantía de igualdad, limitándola a los ser-
vicios básicos (educación, sanidad y servicios sociales esenciales) y condicionándola a que
las regiones realicen el mismo esfuerzo fiscal y a que la aplicación de los mecanismos de
nivelación no altere la ordenación de las regiones en términos de renta por habitante (esto es
lo que se llama en ocasiones el principio de ordinalidad)8.
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Cuadro 4 (Cont.)
LA NIVELACIÓN EN LOS NUEVOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA
Baleares (Cont.)
2. Los recursos financieros de que disponga la Comunidad Autónoma de las Illes Balears podrán ajustarse para
que el sistema de financiación disponga de recursos suficientes para garantizar la nivelación y solidaridad a las
demás Comunidades Autónomas, con el fin de que los servicios de educación, sanidad y otros servicios sociales
esenciales del Estado del bienestar prestados por los diferentes gobiernos autonómicos puedan alcanzar niveles
similares en el conjunto del Estado, siempre y cuando lleven a cabo un esfuerzo fiscal también similar…
Aragón (propuesta)
Art. 107:
1. La participación de la Comunidad Autónoma de Aragón en los ingresos del Estado … Se atenderá al esfuerzo
fiscal de Aragón, su estructura territorial y poblacional, especialmente el envejecimiento, la dispersión y la baja den-
sidad de población, así como los desequilibrios territoriales…
3. La Comunidad Autónoma de Aragón participará en los mecanismos de solidaridad con el resto de las
Comunidades Autónomas, en el marco de lo dispuesto en el sistema general de financiación, a fin de que los servi-
cios públicos fundamentales prestados por las diferentes Administraciones autonómicas a sus ciudadanos se sitúen
en niveles similares atendiendo a su esfuerzo fiscal.
Andalucía
Art. 175.2: La Comunidad Autónoma de Andalucía dispondrá de los recursos necesarios para atender de forma
estable y permanente el desarrollo y ejecución de sus competencias para que quede garantizado el principio de
igualdad en el acceso y prestación de servicios y bienes públicos en todo el territorio español. Todo ello de acuer-
do con los principios de: …
c) Garantía de financiación de los servicios de educación, sanidad y otros servicios sociales esenciales del
Estado del bienestar para alcanzar niveles similares en el conjunto del Estado, siempre que se lleve a cabo un
esfuerzo fiscal similar expresado en términos de la normativa y de acuerdo con el artíclo 31 de la Constitución.
Castilla y León (propuesta)
Art. 83.1: La Comunidad Autónoma de Castilla y León dispondrá de los recursos suficientes para atender de
forma estable y permanente la gestión y el desarrollo de sus competencias, en condiciones que garanticen que los
castellanos y leoneses reciban un nivel de prestación de servicios equiparable al del conjunto del Estado…
Castilla- La Mancha (propuesta)
Art. 156:
3. La financiación de la Junta de Comunidades no implicará discriminación alguna para Castilla-La Mancha res-
pecto de las restantes Comunidades Autónomas.
4. La financiación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha ... permitirá asegurar el disfrute por los
castellano-manchegos de los servicios públicos fundamentales en condiciones de igualdad con el resto de los ciu-
dadanos de España.
¿Qué puede suponer todo esto en la práctica? Aunque el texto no entra en detalles, una
posible forma de implementar el principio de nivelación parcial sin modificar demasiado la
estructura del sistema de financiación regional consistiría en mantener un esquema de repar-
to similar al actual (esto es, basado únicamente en criterios de necesidades de gasto), pero úni-
camente para las partidas ligadas a la financiación de los servicios considerados básicos. El
resto de los recursos asignados a las Comunidades Autónomas se distribuiría entre éstas de
acuerdo con criterios diferentes, entre los que tendría un peso importante algún indicador de
la capacidad fiscal de cada región (antes del posible ejercicio de sus competencias normati-
vas). De esta forma el sistema eliminaría sólo parcialmente las diferencias de capacidad fis-
cal entre territorios y permitiría que el volumen total de financiación correspondiente a cada
uno de ellos dependiese no sólo de factores de coste sino también de su nivel de renta. Aunque
el elevado peso de los servicios básicos en la financiación autonómica (por encima del 80%)9
limitaría el tamaño de los diferenciales de financiación entre regiones surgidos por esta vía,
el cambio en el sistema de financiación esbozado en el nuevo Estatuto catalán debilitaría la
garantía constitucional de igualdad de una forma que no consideramos deseable.
El Cuadro 5 ilustra los posibles efectos de la adopción de un sistema de nivelación par-
cial en la línea de lo que se apunta en el nuevo Estatuto catalán. Las tres primeras columnas
contienen magnitudes teóricas o normativas en las que se considera únicamente la llamada
recaudación normativa de los tributos cedidos tradicionales (esto es, la estimación aproxima-
da de esta magnitud que se utiliza en todos los cálculos que exige el actual sistema de finan-
ciación regional) en vez de su recaudación real. En las columnas [4]-[6], por contra, los
cálculos se realizan con la recaudación real por tributos cedidos tradicionales y, en el caso
de Canarias, se consideran también algunos impuestos específicos del archipiélago que, pese
a ser análogos a otros aplicados en el resto de España, no se tienen en cuenta en el actual sis-
tema de financiación10. Todas las variables son magnitudes por habitante en el año base del
sistema actual (1999) y aparecen expresadas como índices, tomándose como base (=100) el
promedio del conjunto del territorio de régimen común.
La columna [1] muestra la capacidad fiscal teórica de cada región, definida como la
recaudación total por tributos cedidos y compartidos que le habría correspondido en 1999
con los porcentajes de cesión recogidos en el nuevo Estatuto catalán (utilizando la recauda-
ción normativa por tributos cedidos y excluyendo los rendimientos de los impuestos especí-
ficos de Canarias). La columna [2] muestra las «necesidades de gasto» de cada región, que
identificamos con la financiación teórica de cada región bajo el sistema actual. La financia-
ción teórica de cada región bajo un sistema de nivelación parcial restringido a los servicios
fundamentales (que como hemos visto representan en torno al 80% del gasto ordinario de las
Comunidades Autonómas) se aproxima en la columna [3] como una media ponderada de su
capacidad fiscal y de sus necesidades de gasto con ponderaciones de 0,20 y 0,80 respectiva-
mente. Añadiendo a esta magnitud la diferencia entre la recaudación real y la recaudación
normativa por tributos cedidos y los ingresos atípicos de la Comunidad Autónoma canaria
indicados, ya obtenemos la financiación efectiva o real que habría percibido cada región
en 1999 bajo el sistema hipotético aquí considerado, que se recoge en la columna [6].
Realizando los mismos ajustes en el caso de las columnas [1] y [2] se obtienen la capacidad
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fiscal efectiva y la financiación efectiva bajo el sistema actual, que aparecen en las colum-
nas [4] y [5] del Cuadro:
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Cuadro 5
CAPACIDAD FISCAL Y FINANCIACIÓN POR HABITANTE CON UN SISTEMA 
DE NIVELACIÓN PARCIAL. MAGNITUDES POR HABITANTE EN EL AÑO BASE 
DEL SISTEMA ACTUAL (1999)
Magnitudes teóricas o normativas Magnitudes efectivas
[1] [2] [3] [4] [5] [6]
Capacidad Necesidades Financ. teórica  Capacidad Financiación  Financ. efectiva  
fiscal de gasto con nivelación fiscal efectiva sistema con nivelación
parcial efectiva actual parcial
Cataluña 128,6 98,0 104,1 127,8 98,6 104,5
Galicia 82,2 107,9 102,7 79,8 104,6 99,7
Andalucía 75,8 98,6 94,0 75,4 97,2 92,9
Asturias 97,0 106,5 104,6 94,1 103,5 101,7
Cantabria 97,2 113,3 110,1 100,9 116,0 112,9
La Rioja 107,2 121,8 118,8 109,4 123,1 120,3
Murcia 83,0 95,4 92,9 83,7 95,5 93,1
Valencia 101,7 93,5 95,1 99,5 91,9 93,5
Aragón 111,5 112,4 112,2 109,5 110,6 110,4
Castilla-La Mancha 77,7 107,8 101,8 75,9 105,0 99,2
Canarias 43,2 103,5 91,4 60,7 116,7 105,2
Extremadura 64,4 117,0 106,4 62,6 113,1 103,1
Baleares 164,1 93,7 107,8 169,8 101,8 115,3
Madrid 136,8 87,7 97,6 136,3 89,3 98,7
Castilla y León 91,7 111,8 107,8 91,0 110,4 106,5
Promedio 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
Promedio euros 1.275,3 1.424,6 1.424,6 1.338,5 1.487,8 1.487,8
Comparando las columnas [5] y [6] del Cuadro vemos que, como cabría esperar, la intro-
ducción de un sistema de nivelación parcial beneficiaría a las regiones más ricas en detrimen-
to de las más pobres, aunque la correlación entre ganancia neta y nivel de renta no es ni mucho
menos perfecta. El Gráfico 1 muestra la ganancia neta de cada región (definida como la dife-
rencia entre sus índices de financiación relativa por habitante bajo los dos sistemas que esta-
mos comparando) con las regiones ordenadas por su nivel de PIB per cápita en el año de refe-
rencia. Las regiones más beneficiadas por el nuevo sistema serían Baleares, Madrid y
Cataluña (que ganarían 13,5, 9,4 y 5,9 puntos, respectivamente) y las más perjudicadas
Canarias, Extremadura y Castilla-La Mancha (con pérdidas de 11,6, 10,1 y 5,9 puntos).
Ambos archipiélagos son casos atípicos dentro del patrón general. Baleares tiene una capaci-
dad fiscal teórica muy superior a lo que correspondería a su nivel de renta debido a la eleva-
da recaudación por IVA como resultado del consumo de los no residentes, mientras que la
capacidad fiscal teórica de Canarias es muy reducida debido a que no incluye el grueso de los
ingresos de la Comunidad por tributos indirectos. Otro caso atípico es el de La Rioja, que per-
dería posiciones con el cambio de sistema a pesar de ser una región relativamente rica debi-
do a que el cálculo actual de necesidades de gasto le resulta extraordinariamente favorable.
¿Mayor condicionalidad?
Además de por sus discutibles efectos sobre la equidad del sistema, la restricción de la
nivelación a los servicios esenciales es también problemática porque no existe una forma efi-
ciente y respetuosa con el principio de autonomía de nivelar sólo una parte del paquete de
servicios que prestan las Comunidades Autónomas. Si el sistema permite la existencia de dife-
rencias de financiación no ligadas a necesidades de gasto, las Comunidades menos favoreci-
das tenderán a repartir su déficit relativo de recursos entre todos los servicios que gestionan,
incluyendo los considerados básicos, con el consiguiente descenso de la calidad de todos ellos
en relación con el promedio nacional. La única forma de evitar este resultado es patentemen-
te ineficiente pues impediría a las regiones afectadas repartir los necesarios recortes de forma
óptima y supondría una restricción importante de la autonomía de los gobiernos regionales.
Se trataría de prohibir a las regiones receptoras de fondos de nivelación que puedan trasvasar
a otros usos los recursos nominalmente ligados a la financiación de los servicios básicos. La
adopción de restricciones de este tipo introduciría en el sistema una fuerte dosis de condicio-
nalidad que podría resultar tan poco eficiente como discriminatoria.
Restricciones a la redistribución interterritorial
El texto catalán también introduce algunas restricciones cuestionables a la redistribución
de recursos entre territorios que además podrían plantear serios problemas de interpretación
dada la ambigüedad de las fórmulas elegidas. La primera de ellas es la exigencia de un
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Nota: Diferencia entre las columnas [6] y [5] del Cuadro 5.
Gráfico 1. Cambio en la financiación relativa por habitante derivado de la introducción 
de un sistema de nivelación parcial (datos de 1999)
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esfuerzo fiscal similar como condición necesaria para la nivelación de los servicios básicos
que aparece en el artículo 206.3 (véase el Cuadro 4). Conviene señalar que la expresión
«igual esfuerzo fiscal» admite al menos dos intepretaciones con implicaciones radicalmente
distintas: igualdad de escalas tributarias o igualdad de recaudación por habitante11,12. En el
presente contexto la interpretación más razonable es sin duda la primera. Con ella, la exigen-
cia de un mismo esfuerzo fiscal resulta plenamente razonable y de hecho ya existe en el sis-
tema actual en el que aquellas regiones que utilizan sus competencias normativas para redu-
cir la presión fiscal sobre sus ciudadanos no pueden exigir después una compensación de la
Hacienda central para seguir prestando los mismos servicios que el promedio de las demás
Comunidades13. La segunda interpretación de esfuerzo fiscal, sin embargo, supondría con-
vertir en papel mojado la claúsula de nivelación puesto que la garantía de iguales servicios
a igualdad de recaudación por habitante no pasa de ser una forma de decir que cada uno ten-
drá los servicios que pueda financiar con sus propios recursos. El texto final del Estatuto
catalán no aclara explícitamente cómo ha de medirse el esfuerzo fiscal, aunque sí elimina
algunos artículos de la propuesta original en los que se optaba explícitamente por la segun-
da de las interpretaciones que hemos mencionado14.
La segunda restricción es el ya citado principio de ordinalidad que se introduce en el
artículo 206.5. En nuestra opinión, no se trata una restricción razonable. Dadas dos
Comunidades con niveles de renta por habitante muy similares pero con necesidades de
gasto diferentes por los motivos que sea, no resulta obvio que una inversión del ranking de
renta per cápita como consecuencia de la aplicación del sistema de financiación sea nece-
sariamente injusta. La norma es poco precisa, además, sobre qué variables hay que compa-
rar para determinar si se ha producido una alteración del ranking de rentas o qué «mecanis-
mos de nivelación» han de tenerse en cuenta para el cálculo. No es descartable, por ejem-
plo, que una interpretación «imaginativa» del artículo 206.5 pueda utilizarse para intentar
ligar la financiación autonómica con los saldos fiscales regionales, recuperando así el espí-
ritu de un controvertido artículo del proyecto de Estatuto inicialmente aprobado por el
Parlamento de Cataluña que fue eliminado, con buen criterio, durante su tramitación en las
Cortes Generales15.
La interpretación más razonable del texto es, en nuestra opinión, que lo relevante es
cómo varía la renta disponible per cápita (incluyendo las prestaciones sociales en especie)
al restarle la financiación efectiva de cada región a competencias homogéneas16. Bajo este
criterio y con datos de 2002, la única violación del principio de ordinalidad que genera el sis-
tema de financiación actual es la inversión de posiciones de Cataluña y La Rioja en térmi-
nos de renta disponible por habitante. Para corregirla, sería necesario incrementar la finan-
ciación catalana en unos 240 millones de euros — o reducir la riojana en 10 millones, lo que
en nuestra opinión sería lo más razonable dado que supondría un recorte de sólo el 1,7% en
la financiación de una Comunidad que resulta muy favorecida por el sistema actual. Los
detalles del cálculo se describen en el Anexo 1
Finalmente, también puede resultar ambigua la claúsula de no discriminación recogi-
da en el artículo 201.4 del nuevo Estatut. Nada hay que objetar en nuestra opinión a la lite-
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ralidad de este precepto. Pero conviene tener presente que el origen de este artículo está en
una disposición adicional de la propuesta original que exigía la equiparación de Cataluña
con los territorios forales en términos de financiación por habitante17, por lo que también
aquí podría existir la tentación de forzar el texto para darle una interpretación muy poco
razonable. En particular, la claúsula de no discriminación, interpretada en relación con los
territorios forales, podría utilizarse para exigir la extensión a Cataluña de los privilegios
fiscales de los que disfrutan estas provincias, lo que implicaría la desaparición de cual-
quier contribución de los ciudadanos de Cataluña a los mecanismos de nivelación y supon-
dría el agravamiento de la discriminación que ya sufren las demás Comunidades de régi-
men común18.
La nivelación en otros Estatutos
La apuesta catalana por la nivelación parcial ha encontrado un cierto acomodo en otros
textos estatutarios, aunque con importantes matices en algunos casos. El texto que adopta
una formulación más parecida al catalán es el balear que, en su versión final (aunque no en
la originalmente aprobada por el Parlamento insular) reproduce textualmente la claúsula
catalana de nivelación parcial e incluye la capacidad fiscal junto a las necesidades de gasto
entre los determinantes básicos del volumen de financiación de la región. Algo similar suce-
de con el proyecto de nuevo Estatuto aragonés. De acuerdo con su Art. 107, la participación
aragonesa en los ingresos del Estado habrá de fijarse teniendo en cuenta el esfuerzo fiscal
de la región y la garantía de nivelación se restringe a los servicios públicos fundamentales
(que no se identifican) y se condiciona a la realización de un mismo esfuerzo fiscal que,
como en el caso catalán, tampoco se define. (Véase el Cuadro 4.)
Más ambiguo es el texto andaluz. Por un lado, su artículo 175.2.c reproduce casi lite-
ralmente la fórmula de nivelación parcial y condicionada que aparece en el Estatuto cata-
lán. Pero por otro, se añade a tal fórmula una puntualización significativa al indicar que el
esfuerzo fiscal ha de entenderse «en términos de la normativa» y añadir una referencia al
Art. 31 de la Constitución Española, donde se establece la obligación de contribuir a los
gastos públicos de acuerdo con la capacidad económica de cada uno. Parece tratarse, por
tanto, de un intento de cerrar el paso a una posible interpretación del esfuerzo fiscal en tér-
minos de recaudación por habitante que, como hemos visto, supondría la negación en la
práctica de la garantía de nivelación. Además, el mismo artículo 175.2 comienza con una
garantía explícita y no restringida del principio de igualdad de acceso a los bienes y servi-
cios públicos en todo el territorio nacional. Una garantía similar se incluye también en las
propuestas de Estatuto de Castilla y León y Castilla-La Mancha (véase el Cuadro 4). Este
último texto, además contiene una claúsula de no discriminación análoga a la catalana.
Finalmente, el Estatuto valenciano y el proyecto de Estatuto de Canarias (así como el de
Baleares en la versión originalmente aprobada por el Parlamento regional) apuntan hacia
fórmulas de financiación basadas en necesidades de gasto, sin referencias a la capacidad
fiscal y sin límites explícitos a la redistribución entre territorios. (Véase la sección 1 del
Anexo 2.)
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2.3. Bilateralidad
Otro aspecto potencialmente problemático del capítulo de Hacienda del nuevo Estatuto
catalán es que introduce o refuerza algunos elementos de bilateralidad en las relaciones
financieras entre el Estado y la Generalitat que podrían abrir la puerta a un sistema de finan-
ciación «a la carta» muy difícil de gestionar. Aunque una vez más los excesos más eviden-
tes del texto original, incluyendo la prevalencia del Estatut sobre la LOFCA, fueron corregi-
dos en su tramitación en las Cortes Españolas (véase por ejemplo García Novoa, 2006) los
artículos 201.3 y 210 del texto finalmente aprobado atribuyen a la Comisión Mixta de
Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Generalitat las facultades de desarrollar el título de
financiación del Estatuto, concretar y actualizar el sistema de financiación y acordar la con-
tribución catalana a los mecanismos de nivelación interterritorial. Una vez más, se trata de
disposiciones abiertas a interpretación cuyo alcance efectivo terminará siendo fijado por la
práctica o por la doctrina del Tribunal Constitucional. Con todo, la norma apunta con clari-
dad hacia un reforzamiento, en nuestra opinión no deseable, de los mecanismos de negocia-
ción bilateral ya existentes en el sistema. 
El problema está también presente en otros textos estatutarios (véase la Sección 2 del
Anexo 2). Así, el Estatuto andaluz y la propuesta aragonesa contemplan la creación de comi-
siones mixtas similares a la catalana, a las que se asigna la competencia de concretar, apro-
bar y actualizar el sistema de financiación. En el caso andaluz, la Comunidad se atribuye la
facultad de decidir su vinculación al modelo de financiación, mientras que en el aragonés las
competencias de la comisión incluyen el desarrollo del mismo. En Baleares, la misma comi-
sión tiene competencias menos amplias sobre el diseño del sistema de financiación aunque,
como en el caso catalán, le corresponde acordar la contribución del archipiélago a los meca-
nismos de nivelación.
3. Otras disposiciones estatutarias
Además de las disposiciones comentadas en la sección anterior, tanto el Estatuto catalán
como los otros textos ya aprobados o en trámite contienen artículos que pueden condicionar
otros elementos del sistema de financiación regional así como la formulación de ciertas polí-
ticas públicas de competencia estatal. En esta sección nos centraremos en tres temas: los cri-
terios que han de utilizarse para cuantificar las necesidades de gasto de las Comunidades
Autónomas, los condicionantes impuestos a la distribución territorial de la inversión del Estado
y las posibilidades de descentralización que se apuntan en materia de gestión tributaria.
3.1. Criterios de reparto para la financiación regional
El Cuadro 6 muestra todas las variables que, de acuerdo con los nuevos textos y proyec-
tos estatutarios, han de tenerse en cuenta a la hora de determinar el volumen de financiación
que corresponde a las Comunidades Autónomas. El texto completo de los artículos corres-
pondientes aparece en la Sección 1 del Anexo 2.
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Como ya hemos visto, sólo Cataluña, Baleares y Aragón contemplan que la financiación
regional dependa de la capacidad fiscal o del esfuerzo fiscal. En los demás textos, explícita
o implícitamente, la asignación de recursos entre regiones ha de basarse en criterios de nece-
sidades de gasto. Los distintos Estatutos, sin embargo, ponen énfasis en variables diferentes
de reparto, con cada región apuntándose a los criterios que le son más favorables. La mayor
parte de los criterios propuestos son muy razonables por tratarse de variables con una inci-
dencia indudable sobre la demanda y/o los costes de provisión de los principales servicios
públicos. Muchos de ellos (población, población protegida por el sistema sanitario público,
envejecimiento, insularidad, dispersión de la poblacion, etc.) están ya recogidos en las fór-
mulas de reparto del sistema actual.
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Cuadro 6
CRITERIOS DE FINANCIACIÓN RECOGIDOS EN LOS NUEVOS ESTATUTOS
- Capacidad fiscal: Cataluña (Art. 206.1), Baleares (Art. 123.1 y130.1).
- Esfuerzo fiscal: Aragón (Art. 107.1).
- Necesidades de gasto: Cataluña (Art. 206.1), Baleares (Art. 123.1 y 130.1), Valencia (Art. 67.3).
Variables a considerar para calcular las necesidades de gasto:
- Población: Cataluña (Art. 206.6), Valencia (Art. 67.3).
- Población real efectiva: Andalucía (Art. 175.2.b), Baleares (Art. 120.2 y 130.1).
- Población protegida/asistida: Andalucía (Art. 175.2.b), Baleares (Art. 120).
- Envejecimiento de la población: Aragón (Art. 107.1), Castilla y León (Art. 83.6).
- Densidad de población: Cataluña (Art. 206.6), Aragón (baja densidad, Art. 107.1), Castilla y León (baja densidad,
Art. 83.6).
- Dispersión de la población: Aragón (Art. 107.1), Castilla y León (Art. 83.6).
- Ultraperifericidad/lejanía: Canarias (Art. 142.1).
- Extension territorial: Castilla y Leon (Art. 83.6).
- Porcentaje de población inmigrante: Cataluña (Art. 206.6).
- Población en situación de exclusión social: Cataluña (Art. 206.6).
- Desequilibrios territoriales internos: Aragón (Art. 107.1).
- Dimensión de los núcleos urbanos: Cataluña (Art. 206.6).
- Características diferenciadas de la economía regional: Canarias (Art. 142.1).
- Insularidad/Pluriinsularidad: Baleares (Art. 120.2, 130.1, DA sexta), Canarias («fragmentación territorial»,
Art. 142.1).
- Diferencial de renta con el promedio español (asegurar la convergencia): Castilla-La Mancha (Art. 157.1).
Algunas disposiciones de interés
- Baleares. 130.2: La eventual aplicación de reglas de modulación que tengan como finalidad restringir el alcance de
los resultados obtenidos en el cálculo del nivel de necesidades de gasto... deberá justificarse de manera objetiva...
- (Baleares, propuesta original del Parlamento insular, Art. 130.1: La eventual aplicación de reglas de modulación
que tengan como finalidad restringir el alcance de los resultados obtenidos en el cálculo del nivel de necesidades
de gasto real... deberá justificarse de manera objetiva y en ningún caso podrá suponer reducciones superiores a la
media de las reglas de modulación aplicadas en el conjunto de las Comunidades Autónomas de régimen común.)
- Castilla y León (propuesta). Art. 83.3: La Hacienda de Castilla y León recibirá, en su caso, con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado una asignación complementaria que garantice la suficiencia de su financiación
en términos dinámicos, compensando las situaciones en las que se produzca una evolución desfavorable de los
ingresos procedentes de los tributos cedidos respecto a la evolución de los mismos en el ámbito estatal, descon-
tando los efectos de las decisiones adoptadas por la Comunidad en el ámbito de su capacidad normativa.
- Castilla-La Mancha (propuesta). Art. 157.1: Además de garantizar la igualdad en el acceso a los servicios públi-
cos fundamentales, los recursos financieros que reciba la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha del Estado
deberán asegurar el proceso de convergencia con el resto de Comunidades Autónomas.
Las novedades son la población inmigrante, la población en situación de exclusión
social, la existencia de desequilibrios territoriales internos, la dimensión de los núcleos urba-
nos, las «características diferenciadas de la economía regional» y la promoción de la conver-
gencia regional. La inclusión de las dos primeras variables en las fórmulas de reparto pare-
ce muy aconsejable dado su indudable efecto sobre las necesidades de gasto en servicios
sociales y de acogida, pero la del resto resulta bastante más discutible. En cualquier caso, lo
que ciertamente es cuestionable es el procedimiento de fijar los criterios de reparto median-
te la agregación de los contenidos de los distintos Estatutos regionales. La LOFCA parece,
en principio, un vehículo mucho más apropiado para establecer criterios de reparto, al
menos si de lo que se trata es de diseñar un sistema de financiación coherente y claro para
el conjunto del país.
El Cuadro 6 recoge también dos disposiciones estatutarias de considerable interés por
cuanto constituyen intentos de remediar, o al menos paliar en el caso de las regiones afecta-
das, dos importantes defectos del sistema actual de financiación: la arbitrariedad que intro-
ducen las llamadas normas de modulación en el reparto de recursos (véase la nota al pie
número 7), y el diseño poco razonable de un Fondo de Suficiencia19 cuya evolución es inde-
pendiente de la población y del comportamiento de las otras fuentes de ingresos regionales.
El nuevo Estatuto de las Islas Baleares intenta evitar que se desvirtúe el resultado de los cálcu-
los de necesidades de gasto a través de tales modulaciones, al menos en el caso de esta
Comunidad (aunque con una formulación bastante más suave que la adoptada en la propues-
ta original del Parlamento regional). Por su parte, la propuesta de Estatuto de Castilla y León
exige fondos complementarios para los territorios que puedan ver crecer sus recursos tribu-
tarios a un ritmo inferior al promedio, en la medida en que esto no se deba al ejercicio de sus
competencias normativas para reducir la presión fiscal.
Finalmente, el Cuadro recoge también una disposición de la propuesta de Estatuto de
Castilla-La Mancha, ya mencionada, que incluye la promoción del proceso de convergencia
regional entre los criterios de financiación. Dado que ya existen instrumentos específicos
que buscan el mismo objetivo (en particular, el Fondo de Compensación Interterritorial y los
Fondos Estructurales europeos), y que estamos hablando del sistema de financiación ordina-
ria cuya función fundamental es la financiación de los servicios públicos, la inclusión de este
criterio no parece justificada.
3.2. Condicionantes al reparto de la inversión estatal
Algunos Estatutos o proyectos de Estatuto incluyen también cláusulas que intentan con-
dicionar la distribución regional de las inversiones del Estado, especialmente en infraestruc-
turas. El Cuadro 7 resume las disposiciones más relevantes.
Los nuevos Estatutos de Andalucía y Cataluña garantizan a estas dos regiones una par-
ticipación en la inversión del Estado no inferior a sus pesos respectivos en la población y en
el PIB españoles durante un período de siete años. En el caso catalán, esto se restringe a la
inversión en infraestructuras tras deducir la financiada con cargo al Fondo de Compensación
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Interterritorial, mientras que en el andaluz no se establece ningún condicionante adicional.
La propuesta de Castilla-La Mancha exige, con las mismas cualificaciones que la catalana,
una participación en la inversión estatal no inferior a la media de los pesos de la región en la
población, el PIB y la superficie españolas, así como una inversión adicional igual al 1% del
PIB regional mientras la renta por habitante de la región se mantenga por debajo del prome-
dio nacional.
El proyecto canario exige un tratamiento favorable a efectos de cofinanciación estatal de
las inversiones que puedan servir para paliar los efectos de la lejanía y de la insularidad y,
tras excluir tales proyectos, garantiza al archipiélago un nivel de inversión (presumiblemente
por habitante) no inferior al promedio nacional. La propuesta original del Parlamento balear
exigía una inversión adicional (por encima de los niveles observados en años recientes) de
3.000 millones de euros a repartir sobre un período de 10 años. Esta claúsula desaparece de
la versión final del texto para dar lugar a una disposición más genérica en la que se indica
que a la hora de fijar la inversión estatal en el archipiélago se tomará como referencia la
La financiación autonómica en los nuevos estatutos regionales 181
Cuadro 7
CRITERIOS DE ASIGNACIÓN DE LA INVERSIÓN DEL ESTADO RECOGIDOS 
EN LOS NUEVOS ESTATUTOS
- Cataluña: El peso de la región en la inversión del Estado en infraestructuras, excluyendo la financiada por el FCI, ha de
ser igual como mínimo a su peso en el PIB nacional durante un período de siete años. (Disposición adicional tercera.)
- Andalucía: El peso de la región en la inversión del Estado (no se especifica que sea en infraestructuras ni se exclu-
ye el FCI) ha de ser igual como mínimo a su peso en la población nacional durante un período de siete años.
(Disposición adicional tercera.)
- Castilla-La Mancha (propuesta): El peso de la región en la inversión del Estado en infraestructuras, excluyendo
la financiada por el FCI, ha de ser igual como mínimo a la media de sus participaciones en el PIB, la población y
la superficie del conjunto de España. A esto hay que añadir (además de, presumiblemente, la parte del FCI que le
corresponda a la región), inversiones adicionales por valor de un 1% del PIB regional mientras la renta per cápita
de la región se mantenga por debajo del promedio español.
- Aragón (propuesta): Para determinar la participación de la región en la inversión del Estado en infraestructuas se
tendrá en consideración la superficie del territorio, los costes diferenciales de construcción derivados de la orogra-
fía, así como su condición de Comunidad fronteriza, y se incorporarán criterios de equilibrio territorial a favor de
las zonas más despobladas. (Disposición adicional sexta.)
- Canarias (propuesta): La inversión del Estado en la Comunidad (excluida la destinada a compensar por el hecho
insular y la lejanía) no puede ser inferior (se entiende que en términos per cápita) al promedio del conjunto de las
Comunidades Autónomas. (Art. 133.2.)
- Baleares: La propuesta original del Parlamento regional garantizaba una inversión estatal adicional de 3.000 millo-
nes de euros (por encima del promedio de los años 2005 y 2006) a realizar en un período máximo de 10 años.
(Disposición transitoria octava.) Esta claúsula desaparece en el texto finalmente aprobado, en el que se exige úni-
camente que la inversión por habitante en el archipiélago se fije durante siete años tomando como referencia la
media de las Comunidades de régimen común y teniendo en cuenta los hechos diferenciales del archipiélago
(Disposición transitoria novena.) Por otra parte, la disposición adicional sexta del texto final contempla la creación
de un instrumento financiero independiente del sistema de financiación regional que aportaría fondos adicionales
que, presumiblemente, financiarían al menos en parte actuaciones inversoras.
- Castilla y León (propuesta): Para determinar la participación de la región en la inversión del Estado en infraestruc-
tuas se tendrá en consideración la superficie del territorio, su superficie forestal y la dispersión de su población, y
se incorporarán criterios de equilibrio territorial a favor de las zonas más despobladas. (Art. 83.2 y 5.)
inversión media por habitante en el conjunto de las Comunidades Autónomas de régimen
común y se tendrán en cuenta los hechos diferenciales de la Comunidad balear. Finalmente,
Aragón y Castilla y León se conforman con introducir ciertos criterios (superficie, disper-
sión poblacional, existencia de desequilibrios internos y de zonas despobladas y superficie
forestal) que habrán de tenerse en cuenta a la hora de programar la inversión estatal, pero no
llegan a fijar objetivos cuantitativos. 
En nuestra opinión, la introducción de tales claúsulas en los Estatutos regionales supo-
ne una invasión injustificada de las competencias del Gobierno central y puede reducir de
forma poco razonable su margen de actuación para formular una política de inversión basa-
da en los intereses del conjunto del país. Es verdad que se trata de claúsulas de duración
limitada que pueden justificarse como medidas correctoras destinadas a compensar a ciertas
regiones que, al menos en algunos casos, ciertamente han recibido un volumen de inversión
menor del que habría sido razonable. En cualquier caso, la generalización de tales claúsulas
es claramente inviable, dado que la suma de demandas expresadas en términos de la varia-
ble de reparto más favorable para cada región excedería por definición el presupuesto de
inversión del Estado. 
3.3. Descentralización de la gestión tributaria
Prácticamente todos los nuevos Estatutos y proyectos de Estatuto contemplan la posibi-
lidad de que las Comunidades Autónomas puedan tomar parte activa en la gestión de los
impuestos compartidos, bien mediante la delegación del Estado en las agencias tributarias
territoriales u organismos similares, o bien mediante la creación de consorcios entre la
Agencia Estatal de Administración Tributaria y sus homólogas regionales. (Véase la sección
4 del Anexo 2.) 
Aunque nada tenemos que objetar a una mayor participación de las Comunidades
Autónomas en la gestión de sus principales fuentes de ingresos, las fórmulas de delegación o
consorciación bilateral contempladas en los nuevos textos estatutarios podrían llevar eventual-
mente al desmembramiento de la Administración tributaria estatal, como ya se apunta, por ejem-
plo, en la nueva ley de la Agencia Tributaria Catalana, en cuya disposición adicional decimo-
cuarta se recoge explícitamente la voluntad del gobierno catalán de convertir el consorcio que
se ha de formar con la Agencia Tributaria Estatal en la Administración tributaria única de
Cataluña, lo que comportaría la gestión por parte de tal consorcio de todos los tributos estatales.
En nuestra opinión, la fragmentación de la gestión de los grandes impuestos estatales no
es un desarrollo deseable por cuanto podría dar lugar a problemas de falta de coordinación y
de comunicación y a la pérdida de importantes economías de escala y alcance, con el consi-
guiente aumento del fraude y de la ocultación fiscal así como de los costes de gestión y cum-
plimiento tributario. La notoria de falta de colaboración entre las agencias tributarias forales
y la estatal en nuestro propio país, así como la experiencia comparada de otros países parecen
avalar esta conclusión. Una referencia interesante en este sentido es la de Alemania, donde la
gestión tributaria está casi exclusivamente en manos de los Länder, si bien éstos carecen casi
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por completo de capacidad normativa y se limitan a ejecutar una legislación tributaria unifor-
me establecida por el Parlamento federal. Los estudios sobre el tema han identificado numero-
sos problemas de funcionamiento, desincentivos y fallos de coordinación en el sistema alemán
que redundan en una baja eficiencia recaudatoria y en elevados costes tanto administrativos
como de cumplimiento20. Así, por ejemplo, los sistemas informáticos de las Administraciones
regionales son incompatibles entre sí, lo que dificulta la transmisión de información entre
ellos. Por otra parte, el carácter altamente redistributivo del sistema de financiación alemán
hace que los Estados no tengan demasiados incentivos para recaudar impuestos, lo que se tra-
duce según algunas estimaciones en una pérdida de ingresos tributarios en torno al 15%
(Baretti et al., 2000). La comparación de los costes administrativos de las Administraciones
tributarias alemana y española resulta netamente favorable a nuestro país: mientras que en
Alemania tales costes ascendían en 2004 a 1,8 euros por cada 100 euros de ingresos tributa-
rios netos, en España eran de sólo 0,82 euros (OECD, 2007).
Una forma más deseable de dar mayor participación a las Comunidades Autónomas en
la gestión tributaria es la que ya apuntaban en 1995 los autores del llamado Libro Blanco
sobre financiación autonómica (Monasterio et al., 1995). Se trataría de la creación de un
único consorcio que agrupase a todas las agencias recaudatorias centrales y autonómicas
en una Administración única y profesional dotada de un sistema unificado de información y ges-
tión. Sería muy deseable también dotar a esta Administración tributaria única de considerable
independencia. El presidente de este consorcio, por ejemplo, podría ser nombrado por mayoría
cualificada del Senado por un período largo y no renovable y rendiría cuentas periódicamente
ante esta cámara. Las Comunidades Autónomas y el Gobierno central estarían representadas en
los órganos de gobierno del consorcio y tendrían derecho a recabar toda la información que con-
sideren de interés para la formulación de las políticas tributarias de su competencia en sus res-
pectivos ámbitos territoriales. Además de una mayor eficiencia, esta propuesta organizativa ofre-
ce también otras ventajas importantes. Una de ellas es que sería una forma de ofrecer a los ciu-
dadanos mayores garantías de una gestión tributaria «neutral» y no politizada que la situación
actual o la que plantean las nuevas reivindicaciones regionales. También sería la forma de con-
seguir que ninguna Administración disponga de la ventaja estratégica que supone negociar con
el dinero en la mano y ayudaría a eliminar, o al menos a mitigar, algunos de los posibles proble-
mas de incentivos que podrían derivarse de un mayor control autonómico de la gestión tributa-
ria en el contexto de un sistema de financiación con un fuerte componente redistributivo.
4. Conclusión
Los títulos de Hacienda de los nuevos Estatutos y proyectos de Estatuto regionales con-
tienen una serie de disposiciones que aspiran a condicionar el diseño futuro del sistema de
financiación regional. Dejando de lado el hecho de que tales textos no son ni mucho menos
el vehículo legal idóneo para regular esta materia, su contenido presenta aspectos tanto posi-
tivos como negativos. Una nota claramente positiva es el acuerdo existente sobre la conve-
niencia de aumentar los porcentajes de participación de las Comunidades Autónomas en los
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grandes impuestos estatales y de reforzar las competencias normativas de las regiones sobre
los mismos. La modificación en esta dirección del sistema actual contribuirá sin duda a
aumentar la autonomía de los gobiernos regionales y podría tener un efecto muy saludable
sobre su grado de responsabilidad fiscal, especialmente si va acompañada de otras medidas
que contribuyan a crear una percepción generalizada entre los ciudadanos de que las
Comunidades Autónomas disponen ya de los instrumentos adecuados para modular sus
ingresos sin recurrir constantemente a la Hacienda central.
Por lo demás, el panorama no es muy alentador. La proliferación en los estatutos regio-
nales de disposiciones hacendísticas contradictorias entre sí en algunos casos y difíciles de
compatibilizar en muchos otros no parece la forma más adecuada de legislar sobre un tema
tan importante para el conjunto del país y tan complejo. Esta circunstancia, junto con el
reforzamiento de los elementos de bilateralidad ya presentes en el sistema actual, puede difi-
cultar enormemente la articulación de un mecanismo de financiación coherente, equitativo
y aceptable por todas las partes implicadas. Todo ello presagia también un aumento de la liti-
giosidad ante un Tribunal Constitucional que podría verse condenado a convertirse en el
legislador de facto en esta materia. De hecho, la primera manifiestación de este problema la
tenemos ya en los recursos presentados contra el nuevo Estatuto catalán por el Partido
Popular y por el Defensor del Pueblo, en los que se cuestiona buena parte del título de
Hacienda de este texto. Finalmente, el contenido de algunos de los nuevos Estatutos no supo-
ne precisamente un avance en la dirección que a nuestro entender sería deseable. En particu-
lar, el nuevo Estatuto catalán apunta hacia el abandono del objetivo de nivelación total en la
capacidad de prestación de servicios que en coherencia con el principio constitucional de
igualdad ha inspirado el diseño del sistema hasta el momento. El texto también supone la
introducción de diversas restricciones a la redistribución interterritorial que podrían compro-
meter la equidad horizontal del sistema y abre la puerta a un proceso de descentralización de
la gestión tributaria que podría comportar significativos costes de eficiencia y un aumento
de los problemas de incentivos que pueden surgir en este área. 
Notas
1. Por ejemplo, el artículo 45 del antiguo Estatuto catalán establecía que la financiación de la Generalitat se fija-
ría tomando como referencia la media de los pesos de Cataluña en la población española y en la recaudación
del IRPF en el conjunto del país. Aunque la redacción no es muy precisa, parece claro que esta disposición no
se ha cumplido puesto que el método utilizado para determinar la financiación de la Generalitat nunca ha otor-
gado al indicador citado de esfuerzo fiscal un peso similar al de la población.
2. Según una encuesta reciente (Instituto de Estudios Fiscales, 2006), la mayor parte de la población española
cree que los principales impuestos se pagan exclusivamente al Gobierno central y que éste sigue siendo el
principal responsable de la gestión de los servicios públicos fundamentales.
3. Sobre la posición de la Comisión en este tema, véase por ejemplo Lasarte y otros (2002).
4. En MEH (2006) sólo se indica la participación global de las CCAA en los impuestos especiales (excepto el de
matriculación que se recoge separadamente) y no se identifica la parte que corresponde al impuesto sobre electri-
cidad. Para estimar esta partida, que pasa a integrarse en los ingresos sobre los que las CCAA tienen competen-
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cias normativas, hemos utilizado la recaudación total de este impuesto en 1999 según MEH (2005) y lo hemos
imputado a las regiones utilizando sus pesos en la recaudación de 2002. Esta última cifra proviene de MEH (2004).
5. El Fondo de Suficiencia es el nombre que se da en España a las transferencias de nivelación con las que la
Hacienda central completa los ingresos de las regiones más pobres con el fin de igualar su capacidad de pres-
tación de servicios.
6. Los coeficientes de autonomía y responsabilidad fiscal fueron propuestos por De la Fuente y Vives (2003) y
corresponden aproximadamente a los coeficientes de corresponsabilidad fiscal débil y fuerte que calcula
Monasterio (2004). La única diferencia es que este último autor incluye en el denominador de ambas ratios el
total de los recursos no financieros de las CC.AA. en vez de únicamente los ingresos ligados al sistema ordi-
nario de financiación regional.
7. En el sistema español el volumen de recursos asignado a cada Comunidad depende en principio únicamente
de sus necesidades de gasto y no de su capacidad fiscal. De esta forma se persigue la igualdad de todos los
ciudadanos en el acceso a los servicios públicos, en cumplimiento del principio constitucional de igualdad y
de nociones de equidad horizontal ampliamente compartidas en nuestro país. En primera instancia, las nece-
sidades de gasto se calculan utilizando una fórmula relativamente sencilla que tiene en cuenta la población
regional y ciertas características demográficas y geográficas (grado de envejecimiento, insularidad, dispersión
de la población, etc.) que afectan a la demanda de servicios públicos y a sus costes unitarios de provisión. Una
vez aplicada la fórmula, sin embargo, se introducen una serie de correcciones ad-hoc a través de las llamadas
normas de modulación y de otros mecanismos que aumentan muy considerablemente las diferencias entre
regiones en términos de financiación por habitante y hacen que la asignación final de recursos sea bastante
cuestionable. Para un análisis detallado del funcionamiento del sistema actual y del grado en que éste se ade-
cúa al principio de igualdad, véase De la Fuente y Gundín (2007). Sobre el diseño y evolución del sistema de
financiación regional, véase también, entre otros, Monasterio (2002) y López Laborda (2006).
8. Zabalza (2007) Contiene un análisis bastante más «posibilista» de las implicaciones del Estatut para el siste-
ma de nivelación. Este autor señala que no hay nada en el texto que impida la extensión de la nivelación a los
servicios no esenciales. Aunque esto es seguramente cierto en un sentido literal, en nuestra opinión, el espíri-
tu de la norma apunta con claridad hacia un sistema de nivelación parcial.
9. Véase De la Fuente y Gundín (2007).
10. Por ejemplo, el IVA no se aplica en Canarias, pero existe un impuesto de naturaleza similar (el Impuesto
General Indirecto Canario, IGIC) que se aplica a tipos sensiblemente inferiores. A diferencia de lo que suce-
de con las participaciones regionales en el IVA, los rendimientos del IGIC no se tienen en cuenta a la hora de
calcular el importe del Fondo de Suficiencia que corresponde a Canarias. Para más detalles véase De la Fuente
y Gundín (2007).
11. Si dos regiones aplican exactamente la misma normativa tributaria, la recaudación por habitante tenderá a ser
mayor en la más rica. Bajo la segunda interpretación del término, por tanto, la igualación del esfuerzo fiscal
exigiría que las regiones más pobres aplicasen tipos impositivos más altos con el fin de obtener los mismos
ingresos tributarios per cápita que las más ricas.
12. Existe también una tercera interpretación (igualdad de recaudación como fracción del PIB regional) que ocu-
paría un lugar intermedio entre las dos posibilidades mencionadas en el texto. Dada la limitada progresividad
efectiva del sistema fiscal español, esta opción estaría seguramente mucho más cerca de la primera de las
acepciones citadas en el texto que de la segunda. 
Esta tercera interpretación del término se ha utilizado en el pasado en el sistema de financiación español. Bajo
algunos acuerdos anteriores, una pequeña parte de los recursos disponibles se repartían entre Autonomías en
función de un indicador de esfuerzo fiscal que recogía la recaudación por habitante del IRPF. (Véase, por
ejemplo, De la Fuente y Vives, 2003.)
13. Los sistemas de financiación territorial existentes en otros países frecuentemente imponen implícitamente
condiciones de este tipo que se incorporan al cálculo de las transferencias de nivelación. En Canadá y
Australia, por ejemplo, el esfuerzo fiscal se mide a través de los tipos medios de los distintos impuestos, lo
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que en la práctica vendría a ser aproximadamente equivalente a la tercera acepción del término recogida en la
nota anterior. Para más detalles véase Gundín (2007).
14. Los artículos relevantes son los siguientes:
Art. 210.c: El mayor esfuerzo fiscal eventualmente llevado a cabo por los ciudadanos de Cataluña, calculado a
partir de la diferencia entre los ingresos [¿per cápita?] soportados en Cataluña y el promedio de las Comunidades
Autónomas, debe traducirse en una mayor capacidad financiera y unos mayores ingresos para la Generalitat,
dentro del margen que se determine.
Disposición final 1, apartado 2.b: ... para la determinación de la aportación inicial a la solidaridad, debe tomar-
se como referencia la diferencia entre los coeficientes de población y esfuerzo fiscal de Cataluña, medido por
el rendimiento del impuesto sobre la renta de las personas físicas, sobre el conjunto del Estado.
15. La disposición adicional séptima de la propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña aproba-
da por el Parlamento regional el 30 de septiembre de 2005 decía lo siguiente: La aplicación de los criterios
establecidos en el presente Estatuto para regular la hacienda de la Generalitat debe permitir avanzar progresi-
vamente en la reducción del déficit fiscal de Cataluña con el Estado, de forma que en el plazo de diez años a
partir de la entrada en vigor del presente Estatuto se equipare al de los territorios de nivel de renta relativa
similar en otros países de la Unión Europea.
16. Otra posibilidad sería restar de la renta disponible el Fondo de Suficiencia a competencias homogéneas.
Obsérvese, sin embargo, que un cambio en los porcentajes de cesión tributaria acompañado de un ajuste del
Fondo de Suficiencia que mantenga constante la financiación de todas las Comunidades alteraría los resulta-
dos del cálculo. Esta circunstancia pone en evidencia la arbitrariedad del procedimiento indicado y aconseja
realizar el cálculo partiendo de la financiación total de cada Comunidad que, en definitiva, es la medida más
correcta de los recursos totales que, por una vía o por otra, aporta el Estado a la financiación de los servicios
públicos que gestionan las regiones. En cualquier caso, los dos procedimientos aquí discutidos llevan a un
resultado similar en la situación actual.
17. Se trata de la disposición adicional octava, que decía lo siguiente: La capacidad de financiación por habitan-
te de la Generalitat debe equipararse gradualmente, en un plazo no superior a quince años, a la obtenida en
aplicación de los sistemas de concierto y convenio vigentes en las Comunidades Autónomas forales.
18. Incluso las regiones de régimen común más favorecidas por el sistema tienen niveles de financiación por habi-
tante significativamente inferiores a los territorios forales. De la Fuente y Vives (2003) construyen series de
financiación regional homogeneizada para el período 1990-97. De acuerdo con estos datos, la financiación (no
sanitaria) por habitante del País Vasco y Navarra durante el promedio de este período se situaba por encima
de 160 (siendo 100 el promedio para el conjunto de España), mientras que la Comunidad de régimen común
más favorecida (Canarias) no llegaba a 125. Si añadimos la financiación sanitaria (o el gasto del Estado por
este concepto en las regiones que aún no habían asumido esta competencia durante el período considerado),
las dos regiones forales se mantienen por encima de 135, mientras que Canarias (que sigue siendo la región
de régimen común mejor financiada) se sitúa en 112. Aunque no disponemos de datos homogeneizados más
recientes, no parece probable que la situación haya cambiado cualitativamente durante la última década.
19. Bajo el actual sistema de financiación el importe del Fondo de Suficiencia se calcula con datos del «año base»
del sistema (1999) y se actualiza en años posteriores utilizando un índice único para todas las regiones que no
tiene en cuenta las posibles diferencias entre ellas en términos de la evolución de sus necesidades de gasto y
de sus ingresos tributarios. Para más detalles, véase De la Fuente y Gundín (2007).
20. Véanse, entre otros, Gundín (2007) y Sánchez-Saché (2007) así como las referencias citadas en ambos trabajos.
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Abstract
In this paper we analyze those clauses of the new statutes of autonomy of the Spanish regions that attempt to condi-
tion the future design of the regional financing system. We pay special attention to the implications of the new Catalan
Statute because it outlines a reform that would imply a qualitative change in the structure and philosophy of the system.
Key words: Regional financing, regional statutes in Spain. 
JEL classification: H70, H71.
Anexo 1. Implicaciones del principio de ordinalidad: un cálculo tentativo
En este Anexo se analizan las posibles implicaciones del principio de ordinalidad —esto
es, de la exigencia de que el sistema de financiación no altere el ranking regional de renta
por habitante. Los cálculos se realizan con datos de 2002, que es el último año para el que
la información necesaria está disponible. Como agregado de renta utilizaremos la renta dis-
ponible ajustada bruta (RDAB) que calcula el INE. Este agregado se obtiene restando de la
renta bruta familiar de origen privado los impuestos directos y las cotizaciones sociales y
sumando al resultado las prestaciones sociales en efectivo y en especie. 
Para ver si el principio de ordinalidad se cumple, sustraeremos de la RDAB la financia-
ción efectiva de cada región a competencias homogéneas y, tras expresar ambas magnitudes en
términos per cápita, comprobaremos si se produce algún cambio en la ordenación de las
Comunidades Autónomas. A efectos ilustrativos, el mismo cálculo se realiza también utilizando
el Fondo de Suficiencia a competencias homogéneas en vez de la financiación efectiva total aun-
que, por las razones ya indicadas en el texto, pensamos que este procedimiento es incorrecto.
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Cuadro A.1
DATOS PARA ANALIZAR LAS IMPLICACIONES DEL PRINCIPIO DE ORDINALIDAD, 2002
Miles de euros RDAB por habitante (euros)
RDAB Fin. efect. Fdo. Suf. Población Observada Sin F. Suf. Sin fin. ef.
Andalucía 80.534.356 13.150.672 5.957.829 7.478.432 10.769 9.972 9.010
Aragón 17.544.383 2.428.328 764.979 1.217.514 14.410 13.782 12.416
Asturias 13.717.933 2.039.266 769.855 1.073.971 12.773 12.056 10.874
Baleares 13.492.632 1.512.259 –196.337 916.968 14.714 14.929 13.065
Canarias 22.785.933 3.575.923 2.123.743 1.843.755 12.358 11.207 10.419
Cantabria 7.356.829 1.118.100 426.842 542.275 13.567 12.779 11.505
Castilla y León 32.558.065 4.994.000 2.149.994 2.480.369 13.126 12.259 11.113
Castilla-La Mancha 20.603.844 3.331.101 1.656.798 1.782.038 11.562 10.632 9.693
Cataluña 94.947.492 11.476.522 1.280.338 6.506.440 14.593 14.396 12.829
Valencia 53.660.667 7.133.904 1.732.534 4.326.708 12.402 12.002 10.753
Extremadura 11.090.715 2.209.364 1.366.644 1.073.050 10.336 9.062 8.277
Galicia 31.640.709 5.214.301 2.482.595 2.737.370 11.559 10.652 9.654
Madrid 86.456.297 9.116.291 –828.035 5.527.152 15.642 15.792 13.993
Murcia 14.262.320 2.028.173 781.830 1.226.993 11.624 10.987 9.971
Rioja, La 4.119.943 599.618 230.484 281.614 14.630 13.811 12.501
CCAARC 504.772.118 69.927.820 20.700.094 39.014.649 12.938 12.407 11.146
Nota: Tanto el Fondo de Suficiencia como la financiación efectiva se calculan a competencias homogéneas.
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El Cuadro A.1 muestra la información necesaria para el cálculo y la renta disponible por
habitante de cada región antes y después de sustraer la financiación autonómica. El Cuadro
A.2 compara el ranking regional observado en términos de RDAB por habitante con los
resultantes de sustraer de esta magnitud el Fondo de Suficiencia y la financiación efectiva,
ambas medidas a competencias homogéneas. En ambos casos, el resultado es el mismo: el
único cambio en la ordenación por renta que se produce como resultado de la aplicación del
sistema de financiación regional es la inversión de las posiciones de Cataluña y La Rioja. 
Finalmente, el Cuadro A.3 resume el cálculo de los ajustes en la financiación regional que
serían necesarios para evitar la inversión de las posiciones relativas de Cataluña y La Rioja en tér-
minos de renta disponible por habitante. Con este fin, la diferencia observada en RDAB por habi-
tante entre las dos regiones se multiplica por la población relevante, obteniendo así las variacio-
nes en la financiación de cada región que igualarían sus niveles de renta disponible per cápita. 
Cuadro A.2
ÍNDICES DE RENTA DISPONIBLE POR HABITANTE, 2002
Sin Fdo. de Suficiencia RDAB observada Sin financiación efectiva
Madrid 127,3 Madrid 120,9 Madrid 125,5
Baleares 120,3 Baleares 113,7 Baleares 117,2
Cataluña 116,0 La Rioja 113,1 Cataluña 115,1
La Rioja 111,3 Cataluña 112,8 Rioja 112,2
Aragón 111,1 Aragón 111,4 Aragón 111,4
Cantabria 103,0 Cantabria 104,9 Cantabria 103,2
Castilla y León 98,8 Castilla y León 101,5 Castilla y León 99,7
Asturias 97,2 Asturias 98,7 Asturias 97,6
Valencia 96,7 Valencia 95,9 Valencia 96,5
Canarias 90,3 Canarias 95,5 Canarias 93,5
Murcia 88,5 Murcia 89,8 Murcia 89,5
Galicia 85,9 Castilla-La Mancha 89,4 Castilla-La Mancha 87,0
Castilla-La Mancha 85,7 Galicia 89,3 Galicia 86,6
Andalucía 80,4 Andalucía 83,2 Andalucía 80,8
Extremadura 73,0 Extremadura 79,9 Extremadura 74,3
Media CCAARC 100,0 Media CCAARC 100,0 Media CCAARC 100,0
Nota: CCAARC = Comunidades Autónomas de Régimen Común.
Cuadro A.3
CÁLCULO DE LOS AJUSTES NECESARIOS PARA EVITAR LA INVERSIÓN 
DE LAS POSICIONES DE CATALUÑA Y LA RIOJA, 2002
RDAB por habitante, euros:
1. Cataluña 14.593
2. La Rioja 14.630
3 = 2 – 1, diferencia = compensación per cápita 37
Población total
4. Cataluña 6.506.440
5. La Rioja 281.614
Compensación total (millones de euros)
6 = 3*4 = incremento de la financiación catalana 240,1
5= 3*5 = reducción de la financiación riojana 10,4
Anexo 2. Disposiciones estatutarias más relevantes en materia 
de financiación autonómica
En este Anexo se reproducen textualmente algunos artículos de los Estatutos de autonomía
aprobados recientemente por las Cortes Españolas (los de Valencia, Cataluña, Andalucía y
Baleares) y de las propuestas de reforma estatutaria aprobadas hasta el momento por los distin-
tos Parlamentos regionales que se encuentran en proceso de tramitación en las Cortes (Canarias,
Aragón, Castilla y León y Castilla-La Mancha). Las disposiciones se organizan por materias.
1. Criterios para la determinación del volumen de financiación regional 
y garantías de nivelación
- Cataluña. 
Artículo 206:
1. El nivel de recursos financieros de que disponga la Generalitat para financiar sus ser-
vicios y competencias se basará en criterios de necesidades de gasto y teniendo en cuenta su
capacidad fiscal, entre otros criterios…
3. Los recursos financieros de que disponga la Generalitat podrán ajustarse para que el
sistema estatal de financiación disponga de recursos suficientes para garantizar la nivelación
y solidaridad a las demás Comunidades Autónomas, con el fin de que los servicios de edu-
cación, sanidad y otros servicios sociales esenciales del Estado del bienestar prestados por
los diferentes gobiernos autonómicos puedan alcanzar niveles similares en el conjunto del
Estado, siempre y cuando lleven a cabo un esfuerzo fiscal también similar…
5. El Estado garantizará que la aplicación de los mecanismos de nivelación no altere en
ningún caso la posición de Cataluña en la ordenación de rentas per cápita entre las
Comunidades Autónomas antes de la nivelación.
6. Debe tenerse en cuenta, como variable básica para determinar las necesidades de
gasto... la población, rectificada por los costes diferenciales y por variables demográficas, en
particular por un factor de corrección que será en función del porcentaje de población inmi-
grante. Asimismo, deben tenerse en cuenta la densidad de población, la dimensión de los
núcleos urbanos y la población en situación de exclusión social.
Art. 201.4: ... la financiación de la Generalitat no debe implicar efectos discriminatorios
para Cataluña respecto de las restantes Comunidades Autónomas…
- Baleares (versión definitiva aprobada en las Cortes)
Art. 120.2. La financiación de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se funda-
menta en los siguientes principios: …
c) Solidaridad, equidad y suficiencia financiera, atendiendo al reconocimiento específi-
co del hecho diferencial de la insularidad, para garantizar el equilibrio territorial, y a la
población real efectiva... así como a su evolución.
190 ÁNGEL DE LA FUENTE Y MARÍA GUNDÍN
Art. 123:
1. El sistema de ingresos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears garantizará...
los recursos financieros que, atendiendo a las necesidades de gasto de las Illes Balears y a
su capacidad fiscal, aseguren la financiación suficiente para el ejercicio de las competencias
propias en la prestación del conjunto de los servicios públicos asumidos...
2. Los recursos financieros de que disponga la Comunidad Autónoma de las Illes Balears
podrán ajustarse para que el sistema de financiación disponga de recursos suficientes para
garantizar la nivelación y solidaridad a las demás Comunidades Autónomas, con el fin de que
los servicios de educación, sanidad y otros servicios sociales esenciales del Estado del bien-
estar prestados por los diferentes gobiernos autonómicos puedan alcanzar niveles similares en
el conjunto del Estado, siempre y cuando lleven a cabo un esfuerzo fiscal también similar…
Art. 130:
1. El nivel de recursos financieros de que dispone la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears para financiar sus servicios y competencias se basará en criterios de necesidades de
gasto y de capacidad fiscal y tendrá en cuenta en todo caso, como variables básicas para deter-
minar estas necesidades, la población real efectiva... y la circunstancia del hecho insular.
2. La eventual aplicación de reglas de modulación que tengan como finalidad restringir
el alcance de los resultados obtenidos en el cálculo del nivel de necesidades de gasto... debe-
rá justificarse de manera objetiva...
Disposición adicional sexta:
1. Una ley de Cortes Generales regulará el régimen especial balear que reconocerá el
hecho específico y diferencial de su insularidad.
2. En el marco de esta ley … la Administración General del Estado ajustará sus políti-
cas públicas a la realidad pluriinsular de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, espe-
cialmente enmateria de transportes, infraestructuras, telecomunicaciones, energía, medio
ambiente, turismo y pesca.
3. Para garantizar los anterior, en esa ley se regulará un instrumento financiero que, con
independencia del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas, dote los fondos
necesarios para su aplicación.
- Baleares. Propuesta aprobada por el Parlamento regional.
Art. 120: La financiación de las Comunidad Autónoma de las Illes Balears se fundamen-
ta en los siguientes principios: ...
c) Suficiencia financiera, atendiendo al reconocimiento específico del hecho diferencial
de la pluriinsularidad, para garantizar el equilibrio territorial, y a la población real efectiva,
así como a su evolución…
f) Garantía de financiación de los servicios educativos, sanitarios y sociales en relación
con la población real asistida.
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Art. 123:
4. El Gobierno del Estado deberá prever y garantizar un fondo de insularidad para las
Illes Balears con la finalidad de compensar las desventajas inherentes al hecho pluriinsular,
que se dotará anualmente en los presupuestos generales del Estado, previo acuerdo de la
Comisión Mixta de Economía y Hacienda.
5. En el caso de que la Comunidad Autónoma de les Illes Balears, con los recursos del
sistema de financiación, no llegue a cubrir, en la prestación de los servicios públicos funda-
mentales, un nivel equiparable a la media per cápita del resto del conjunto del Estado, se esta-
blecerán los mecanismos de nivelación pertinentes, atendiendo especialmente, y entre otros,
a los criterios del hecho pluriinsular y de la población rel efectiva, así como a su evolución.
Art. 130: El nivel de recursos financieros de que disponen las Illes Balears para finan-
ciar sus servicios y sus competencias se basará en criterios de necesidades de gasto real y
tendrá en cuenta, en todo caso, como variables básicas para determinar estas necesidades, la
población real efectiva y la circunstancia del hecho pluriinsular…
1. La eventual a plicación de reglas de modulación que tengan como finalidad restringir
el alcance de los resultados obtenidos en el cálculo del nivel de necesidades de gasto real...
deberá justificarse de manera objetiva y en ningún caso podrá suponer reducciones superio-
res a la media de las reglas de modulación aplicadas en el conjunto de las Comunidades
Autónomas de régimen común.
- Andalucía. Art. 175.2:
La CA de Andalucía dispondrá de los recursos necesarios para atender de forma estable
y permanente el desarrollo y ejecución de sus competencias para que quede garantizado el
principio de igualdad en el acceso y prestación de servicios y bienes públicos en todo el terri-
torio español. Todo ello de acuerdo con los principios de: …
b) Suficiencia financiera… que atenderá fundamentalmente a la población real efecti-
va... y, en su caso, protegida, así como a su evolución. Junto a la población... se tendrán en
cuenta otras circunstancias que pudieran influir en el coste de los servicios que se presten.
c) Garantía de financiación de los servicios de educación, sanidad y otros servicios
sociales esenciales del Estado del bienestar para alcanzar niveles similares en el conjunto del
Estado, siempre que se lleve a cabo un esfuerzo fiscal similar expresado en términos de la
normativa y de acuerdo con el artículo 31 de la Constitución.
- Aragón (propuesta). Art. 107:
1. La participación de la Comunidad Autónoma de Aragón en los ingresos del Estado…
Se atenderá al esfuerzo fiscal de Aragón, su estructura territorial y poblacional, especialmen-
te el envejecimiento, la dispersión y la baja densidad de población, así como los desequili-
brios territoriales…
3. La Comunidad Autónoma de Aragón participará en los mecanismos de solidaridad
con el resto de las Comunidades Autónomas, en el marco de lo dispuesto en el sistema gene-
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ral de financiación, a fin de que los servicios públicos fundamentales prestados por las dife-
rentes Administraciones autonómicas a sus ciudadanos se sitúen en niveles similares aten-
diendo a su esfuerzo fiscal.
- Canarias (propuesta). Art. 142.1: 
... el Estado otorgará a la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Canarias con cargo
a los Presupuestos Generales las adecuadas asignaciones complementarias que compensen
los sobrecostes derivados de la condición ultraperiférica y el déficit en la provisión de los
servicios públicos básicos que pueda producirse, en su caso, por el factor poblacional, por
razones derivadas de las características diferenciadas de la economía canaria y de la frag-
mentación territorial.
- Castilla y León (propuesta). Art. 83:
1. La Comunidad Autónoma de Castilla y León dispondrá de los recursos suficientes
para atender de forma estable y permanente la gestión y el desarrollo de sus competencias,
en condiciones que garanticen que los castellanos y leoneses reciban un nivel de prestación
de servicios equiparable al del conjunto del Estado…
3. La Hacienda de Castilla y León recibirá, en su caso, con cargo a los Presupuestos
Generales del Estado una asignación complementaria que garantice la suficiencia de su
financiación en términos dinámicos, compensando las situaciones en las que se produzca
una evolución desfavorable de los ingresos procedentes de los tributos cedidos respecto a la
evolución de los mismos en el ámbito estatal, descontando los efectos de las decisiones adop-
tadas por la Comunidad en el ámbito de su capacidad normativa…
6. El Estado deberá instrumentar mecanismos de solidaridad para garantizar una adecua-
da prestación de la asistencia sanitaria pública en Castilla y León, que ponderen adecuada-
mente los factores de extensión territorial, dispersión, baja densidad y envejecimiento de la
población de la Comunidad.
-Valencia. Art. 67.3:
El sistema de ingresos de la Comunitat Valenciana... deberá garantizar los recursos
financieros que, atendiendo a las necesidades de gasto de la Comunitat Valenciana, asegu-
ren la financiación suficiente para el ejercicio de las competencias propias en la prestación
del conjunto de los servicios públicos asumidos, preservando en todo caso la realización
efectiva del principio de solidaridad en todo el territorio nacional... Cuando la Generalitat, a
través de dichos recursos, no llegue a cubrir un nivel mínimo de servicios públicos equipa-
rable al resto del conjunto del Estado, se establecerán los mecanismos de nivelación perti-
nentes..., atendiendo especialmente a criterios de población, entre otros.
- Castilla la Mancha (propuesta).
Art. 156:
3. La financiación de la Junta de Comunidades no implicará discriminación alguna para
Castilla-La Mancha respecto de las restantes Comunidades Autónomas.
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4. La financiación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha ... permitirá ase-
gurar el disfrute por los castellano-manchegos de los servicios públicos fundamentales en
condiciones de igualdad con el resto de los ciudadanos de España.
Art. 157:
1. Además de garantizar la igualdad en el acceso a los servicios públicos fundamentales,
los recursos financieros que reciba la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha del
Estado deberán asegurar el proceso de convergencia con el resto de Comunidades Autónomas.
2. Comisiones mixtas
- Cataluña.
Art. 201.3: El desarrollo del presente título [de la Financiación de la Generalitat] corres-
ponde a la Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Generalitat.
Art. 210:
1. La Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Generalitat es el órga-
no bilateral de relación entre la Administración del Estado y la Generalitat en el ámbito de
la financiación autonómica. Le corresponden la concreción, la aplicación, la actualización y
el seguimiento del sistema de financiación...
2. Corresponde a la Comisión Mixta…
b) Acordar la contribución a la solidaridad y a los mecanismos de nivelación...
- Andalucía.
Art. 183.2: Andalucía, atendiendo a sus intereses en materia de financiación, podrá deci-
dir su vinculación al modelo de financiación autonómica en el modo y forma previsos en el
el artículo 184 de este Estatuto…
Art. 184.1: La Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Comunidad
Autónoma es el órgano bilateral de relación entre el Estado y la Comunidad Autónoma en el
ámbito de la financiación autonómica. Le corresponde la concreción, aprobación, actualiza-
ción y el seguimiento del sistema de financiación…
- Aragón. Art. 109.1:
La Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Financieros Estado-Comunidad
Autónoma de Aragón es el órgano bilateral de relación entre ambas Administraciones en ...
materias de financiación autonómica... le corresponde la concreción, desarrollo, actualiza-
ción, seguimiento ... en relación con el sistema de financiación…
- Baleares.
Art. 125.1: La Comisión Mixta de Economía y Hacienda entre el Estado y la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears es el órgano bilateral de relación entre ambas Administraciones
en materias fiscales y financieras.
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Art. 126.3:
La Comisión Mixta de Economía y Hacienda conocerá los estudios y análisis de los
recursos financieros que, atendiendo a las necesidades de gasto de las Illes Balears, elabore
el gobierno de las Illes Balears. Asimismo, le corresponderá…
a) Aplicar los mecanismos de actualización del sistema de financiación…
c) Acordar la contribución a la solidaridad y a los mecanismos de nivelación...
d) La eventual aplicación, de acuerdo con la legislación correspondiente, de las reglas
de modulación y su impacto sobre la financiación per cápita de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears.
- Baleares. Proyecto aprobado por el Parlamento regional.
Art. 126:
2. Corresponden a la Comisión Mixta de Economía y Hacienda las siguientes funciones:
a) Acordar, revisar y aprobar las inversiones que el Estado realizará en las Illes Balears...
d) Cuantificar y acordar la compensación económica que el Estado debe realizar en las
Illes Balears por las desventajas del hecho pluriinsular, así como la dotación del Fondo de
Insularidad.
e) Definir, evaluar y cuantificar la población real efectiva, fijando los factores correcto-
res, así como su evolución, distinguiendo entre los diferentes servicios públicos asumidos…
3. La Comisión Mixta de Economía y Hacienda también ejercerá las funciones de estu-
dio y análisis… de lo que se relaciona a continuación:
c) La contribución al principio de solidaridad interterritorial, así como los mecanismos
de nivelación que se deban instrumentar para su cumplimiento…
3. Criterios de asignación de las inversiones del Estado
- Cataluña. Disposición Adicional Tercera.
1. La inversión del Estado en Cataluña en infraestructuras, excluido el Fondo de Compen-
sación Interterritorial, se equiparará a la participación relativa del producto interior bruto de
Cataluña con relación al producto interior bruto del Estado para un período de siete años…
- Andalucía. Disposición Adicional Tercera.
2. La inversión [del Estado] destinada a Andalucía será equivalente al peso de la pobla-
ción andaluza sobre el conjunto del Estado para un período de siete años. 
- Aragón (propuesta). Disposición Adicional Sexta.
Para la fijación de las inversiones del Estado en Aragón en infraestructuras se tendrán
en consideración, con caracter prioritario, la superficie del territorio, los costes diferencia-
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les de construcción derivados de la orografía, así como su condición de Comunidad fron-
teriza, y se incorporarán criterios de equilibrio territorial a favor de las zonas más despo-
bladas.
- Canarias (propuesta). Art. 133:
1. ... los proyectos de infraestructuras y las instalaciones de telecomunicaciones que per-
mitan o faciliten la integración del territorio del Archipiélago o su conextión con el territo-
rio peninsular, así como los de infraestructuras turísticas y energéticas o de actuaciones
medioambientales de carácter estratégico para Canarias, tendrán la consideración de interés
general, a los efectos de la participación del Estado en su financiación.
2. ... se constituirá un programa de inversiones públicas cuyo monto se distribuirá entre
el Estado y la Comunidad Autónoma de Canarias, de tal modo que las inversiones estatales
para cada ejercicio presupuestario no sean inferiores al promedio que corresponda para el
conjunto de las Comunidades Autónomas, excluidas de este cómputo las inversiones que
compensen del hecho insular, de la lejanía y de la ultraperifericidad europea.
- Baleares. Disposición Transitoria Novena.
1. Mientras las Cortes Generales... no aprueben [el régimen especial de las Illes Balears]
... y, en todo caso, en un plazo no superior a siete años, la inversión del Estado se establecerá
atendiendo a la inversión media per cápita realizada en las Comunidades Autónomas de régi-
men común… homogeneizando las actuaciones inversoras realizadas en dichas Comunidades
para permitir su comparabilidad y teniendo presentes las circunstancias derivadas de los
hechos diferenciales y excepcionales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears con
incidencia en la cuantificación de la inversión pública.
2. Para hacer frente a este compromiso inversor, el Gobierno de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears propondrá al Ministerio de Economía y Hacienda los oportu-
nos convenios para la ejecución de los programas y acciones estatales sobre I+D+I, transpor-
tes, puertos, medio ambiente, ferrocarriles, carreteras, obras hidraúlicas, protección del lito-
ral, costas y playas, parques naturales e infraestructuras turísticas.
- Baleares. Propuesta original del Parlamento regional. 
Disposición Transitoria Octava.
1. Los déficits acumulados por la falta de inversiones públicas en las Illes Balears por la
insuficiente dotación económica en materia de educación, sanidad y servicios sociales y por
el constante incremento de la población serán compensados por el Estado con una inversión
de tres mil millones de euros a lo largo de diez años a partir de la aprobación de este Estatuto,
que se incrementarán a la inversión base de cada año.
Por inversión base se entiende la media de las inversiones presupuestadas por el Estado
en las Illes Balears en los ejercicios 2005 y 2006.
- Castilla y León (propuesta). Art. 83:
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2. … la Comunidad de Castilla y León velará porque el Estado… distribuya... las inver-
siones públicas ponderando de forma relevante la extensión del territorio de la Comunidad,
su superficie forestal y la dispersión y baja densidad de su población…
5. Para la fijación de las inversiones del Estado en Castilla y León en infraestructuras se
tendrá en consideración, con carácter prioritario, la superficie del territorio de la Comunidad y
se incorporarán criterios de equilibrio territorial a favor de las zonas más desfavorecidas.
- Castilla-La Mancha (propuesta).
Disposición adicional primera: La inversión anual en infraestructuras del Estado en
Castilla la Mancha, excluido el Fondo de Compensación Interterritorial, será, al menos, equi-
valente al porcentaje medio que resulte de considerar el peso de la población regional sobre
el conjunto del Estado,la participación relativa del Producto Interior Bruto de Castilla la
Mancha con relación al del Estado y el porcentaje que representa la extensión territorial de
la Comunidad Autónoma sobre la extensión territorial del Estado.
Disposición Adicional Segunda: Con objeto de acelerar el proceso de convergencia de
Castilla-La Mancha, y en tanto el Producto Interior Bruto por habitante de nuestra región se
equipare a la media por habitante española, el Estado realizará inversiones complementarias
en Castilla-La Mancha por un importe equivalente al uno por ciento del Producto Interior
Bruto regional. Dichas inversiones tendrán carácter extraordinario y serán adicionales a las
que correspondan conforme a lo establecido en la Disposición Adicional Primera.
4. Gestión tributaria
- Cataluña. Art. 204:
2. La gestión, recaudación, liquidación e insepección de los demás impuestos del Estado
recaudados en Cataluña [los no cedidos totalemente a la Generalitat] corresponderá a la
Administración Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que la Generalitat pueda
recibir de éste y de la colaboración que pueda establecerse…
Para desarrollar lo previsto en el párrafo anterior se constituirá, en el plazo de dos años,
un Consorcio o ente equivalente en el que participarán de forma paritaria la Agencia Estatal
de Administración Tributaria y la Agencia Tributaria de Cataluña. El Consorcio podrá trans-
formarse en la Administración Tributaria en Cataluña.
- Canarias (propuesta). Disposición Adicional Segunda:
2. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de los demás impuestos del Estado
recaudados en Canarias [los no cedidos totalemente] corresponderá a la Administración
Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que la Comunidad Autónoma de
Canarias pueda recibir de éste y de la colaboración que pueda establecerse…
Para desarrollar lo previsto en el párrafo anterior, se constituirá, en el plazo de dos años,
un Consorcio o ente equivalente en el que participarán de forma paritaria la Agencia Estatal
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de Administración Tributaria y la Agencia Tributaria de Canarias. El Consorcio podrá trans-
formarse en la Administración Tributaria en Canarias.
- Aragón (propuesta). Art. 106:
2. En caso de tributos cedidos parcialmente, la Comunidad Autónoma de Aragón asumi-
rá la gestión, liquidación, recaudación e inspección, en su caso, de los mismos, de acuerdo
con lo especificado en la ley que fije el alcance y condiciones de la cesión…
4. Mediante una ley de las Cortes de Aragón podrá crearse una Agencia Tributaria de
Aragón...
6. Para desarrollar lo previsto en los apartados anteriores se constituirá, de acuerdo con
el Estado y mediante concierto, una organización común en la que participarán de forma
paritaria la Administración Tributaria del Estado y la de la Comunidad Autónoma.
- Andalucía. Art. 181.2: 
... En relación con los demás impuestos cedidos gestionados por la Administración
Tributaria del Estado en Andalucía, podrá establecerse un régimen de colaboración para su
gestión compartida cuando así lo exija la naturaleza del tributo. A tal efecto, se constituirá
en el ámbito de la Comunidad Autónoma un consorcio con participación paritaria de la
Administración Tributaria estatal y la de la Comunidad Autónoma.
- Baleares. Art. 133:
4. La gestión, la recaudación, la liquidación y la inspección del resto de impuestos del
Estado recaudados en las Illes Balears corresponderán a la Administración Tributaria del
Estado, sin perjuicio de la delegación que la Comunidad Autónoma de las Illes Balears pue-
dan recibir del mismo y de la colaboración que pueda establecerse…
Para desarrollar lo que se prevé en el párrafo anterior, la Agencia Estatal de
Administración Tributaria y la Agencia Tributaria [de las Illes Balears] podrán establecer los
convenios de colaboración que estimen pertinentes.
- Castilla y León (propuesta). Art. 86.3: 
... se podrá crear por ley de Cortes un organismo con personalidad jurídica propia para
la gestión, recaudacion, liquidación, inspección y revisión de los tributos propios y cedidos.
En todo caso, la Administración Tributaria del Estado y la de la Comunidad fomentarán los
medios de colaboración y coordinación que consideren oportunos.
- Valencia. Art 69:
3. Si ... se atribuyesen a la Generalitat algunas funciones de aplicación sobre tributos
cedidos, se encomendarán al Servicio Tributario Valenciano.
Cuando las funciones de aplicación no se atribuyeran... a la Generalitat, se fomentarán
las medidas para fortalecer la colaboración con la Administración Tributaria Estatal en la
aplicación de las mencionadas funciones.
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- Castilla-La Mancha (propuesta).
Art. 162.4: La Agencia Tributaria de Castilla-La Mancha podrá recibir por delegación la
gestión, recaudación, liquidación e inspección de los impuestos recaudados por el Estado en
Castilla-La Mancha y colaborar con la Administración tributaria estatal, especialmente cuan-
do así lo exija la naturaleza del tributo.
Disposición Transitoria Primera:  ... se constituirá en el plazo de dos años un ente común
de colaboración en el que participarán de forma paritaria la Agencia Estatal de
Administración Tributaria y la Agencia Tributaria de Castilla-La Mancha. Este ente podrá
transformarse ulteriormente en la Administración Tributaria Común de Castilla-La Mancha.
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